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Interceptación ilegal de comunicaciones

Editorial
 

A pesar de que se dice que vivimos en una democracia, la sociedad guatemalteca es controlada, amordazada y aterrorizada, y uno de tantos mecanismos de control y de terror es el deleznable pero eficaz espionaje telefónico y la interceptación clandestina de las comunicaciones personales (correspondencia, correo electrónico, etcétera). Por supuesto, esta actividad clandestina no tiene nada que ver con las escuchas telefónicas autorizadas por juez en un marco de legalidad.

 

Interceptar ilegalmente las comunicaciones, a través de instrumentos sofisticados o de la colocación de micrófonos ocultos para escuchar conversaciones privadas, ha sido y sigue siendo una práctica constante.

 

El supuesto ha sido que los gobiernos (nacionales y algunos “municipales”) y los grupos de poder (político y económico) quieren estar enterados de qué hacen ciertos ciudadanos clave (no delincuentes). Los gobiernos, por ejemplo, quieren saber lo que dicen y hacen los opositores, críticos y disidentes y, al efecto, los espían y, haciendo alarde de abuso de poder, “pinchan” sus comunicaciones personales. Asimismo, políticos y empresarios desleales quieren estar enterados de las estrategias de los adversarios o competidores, para anticiparse.

 

A los gobiernos y los políticos también les interesa conocer las fuentes de información de los periodistas y cuáles son los temas del periodismo de investigación, para atajarlos, desalentarlos o, en su caso, desinformarlos.

 

También ciertos funcionarios están sujetos a control, por vía del espionaje telefónico o de la interceptación clandestina de sus comunicaciones personales.    

 

En todo caso, no podemos decir que vivimos en democracia mientras existan sistemas de control clandestino como el espionaje telefónico y la interceptación de las comunicaciones personales. No podemos afirmar que nuestra sociedad es de seres libres, mientras el Estado y grupos de poder controlen a los ciudadanos, por la vía de escucharlos o acosarlos.

 

La garantía de la inviolabilidad de las comunicaciones y la correspondencia es un elemento esencial de un Estado de Derecho, que no se está haciendo efectiva al mantenerse y no perseguirse este tipo de patético espionaje, que busca controlar a los ciudadanos, someterlos a un régimen de imposición y terror, o, en su caso, chantajearlos o destruirlos por la vía de la intimidación o de la coacción
